
 



Lectura obligatoria 1. Consideraciones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos respecto a 
la resolución del caso Aloeboetoe vs Surinam.
Corte IDH. Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 
de septiembre de 1993. Serie C No. 15. 

58. […] 
La Corte no estima necesario averiguar si los saramacas gozan de autonomía legislativa y 
jurisdiccional dentro de la región que ocupan.  La única cuestión que aquí interesa consiste en saber 
si las leyes de Suriname relativas a derecho de familia se aplican a la tribu Saramaca.  En este 
sentido, las pruebas producidas permiten deducir que las leyes de Suriname sobre esa materia no 
tienen eficacia respecto de aquella tribu; sus integrantes las desconocen y se rigen por sus propias 
reglas y el Estado, por su parte, no mantiene la estructura necesaria para el registro de matrimonios, 
nacimientos y defunciones, requisito indispensable para la aplicación de la ley surinamesa.  Además, 
los conflictos que ocurren en estas materias no son sometidos por los saramacas a los tribunales del 
Estado y la intervención de éstos en las materias mencionadas, respecto de los saramacas, es 
prácticamente inexistente.  Cabe señalar también que en este proceso Suriname reconoció la 
existencia de un derecho consuetudinario saramaca. 

[…] 

59. La Comisión ha ofrecido diversas pruebas acerca de la estructura social de los saramacas 
según la cual esta tribu presenta una configuración familiar fuertemente matriarcal , con casos (*)

frecuentes de poligamia.  El principal conjunto de parientes sería el “bêè”, formado por todas las 
personas que descienden de una misma mujer.  Este grupo asumiría la responsabilidad por los actos 
de cualesquiera de sus miembros y, en teoría, cada uno de éstos sería responsable ante el grupo en 
conjunto.  Esto significaría que la indemnización que deba pagarse a una persona, se da al “bêè” y 
su representante la distribuye entre sus miembros. 

[…] 

61. El convenio Nº 169 de la O.I.T. sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes 
(1989) no ha sido aprobado por Suriname y en el derecho de gentes no existe ninguna norma 
convencional ni consuetudinaria que determine quiénes son los sucesores de una persona.  Por 
consiguiente, es preciso aplicar los principios generales de derecho (art. 38.1.c del Estatuto de la 
Corte Internacional de Justicia). 

62. Es una regla común en la mayoría de las legislaciones que los sucesores de una persona 
son sus hijos.  Se acepta también generalmente que el cónyuge participa de los bienes adquiridos 
durante el matrimonio y algunas legislaciones le otorgan además un derecho sucesorio junto con los 
hijos.  Si no existen hijos ni cónyuge, el derecho privado común reconoce como herederos a los 

 Matrilineal sería probablemente un término antropológico más preciso.(*)



ascendientes.  Estas reglas generalmente admitidas en el concierto de las naciones deben ser 
aplicadas, a criterio de la Corte, en el presente litigio a fin de determinar los sucesores de las 
víctimas en lo relativo a la indemnización. 

Estos principios generales de derecho se refieren a “hijos”, “cónyuge” y “ascendientes”.  Estos 
términos deben ser interpretados según el derecho local.  Este, como ya se ha indicado (supra, párr. 
58), no es el derecho surinamés porque no es eficaz en la región en cuanto a derecho de familia.  
Corresponde pues tener en cuenta la costumbre saramaca.  Esta será aplicada para interpretar 
aquellos términos en la medida en que no sea contraria a la Convención Americana.  Así, al referirse 
a los “ascendientes”, la Corte no hará ninguna distinción de sexos, aún cuando ello sea contrario a la 
costumbre saramaca. 

63. La identificación de los hijos de las víctimas, de sus cónyuges y, eventualmente, de sus 
ascendientes ha ofrecido graves dificultades en este caso.  Se trata de miembros de una tribu que 
vive en la selva, en el interior de Suriname y se expresa sólo en su lenguaje nativo.  Los matrimonios 
y los nacimientos no han sido registrados en muchos casos y, cuando así ha ocurrido, no se han 
incluido datos suficientes para acreditar enteramente la filiación de las personas.  La cuestión de la 
identificación se torna aún más difícil en una comunidad en la que se practica la poligamia. 

64. Suriname ha efectuado en sus observaciones una crítica general al escrito de la Comisión 
acerca de las pruebas aportadas por ella.  Así afirma “que requerimos conocer, basados en datos 
racionales y ciertamente comprobables, detalles específicos de todas las víctimas, respecto del 
elenco familiar que quedó desprotegido [. . .]”. 

Es cierto que la identidad de las personas debe probarse, en general, mediante la documentación 
correspondiente.  Pero la situación en que se encuentran los saramacas se debe en gran medida a 
que el Estado no mantiene en la región los registros civiles en número suficiente y por ello no puede 
otorgar la documentación a todos los habitantes con base en los datos obrantes en ellos.  Suriname 
no puede exigir entonces que se pruebe la filiación y la identidad de las personas mediante 
elementos que no suministra a todos sus habitantes en aquella región.  Por otra parte, Suriname no 
ha ofrecido en este litigio suplir su inacción aportando otras pruebas sobre la identidad y la filiación 
de las víctimas y sus sucesores. 

A fin de precisar los datos relativos a los sucesores, la Corte solicitó a la Comisión datos 
complementarios acerca de ellos.  La Corte estima que las pruebas producidas, teniendo en cuenta 
las circunstancias del caso, son verosímiles y pueden ser admitidas. 

65. En los datos de la Comisión aparecen, sin embargo, algunas diferencias en los nombres de 
las víctimas con los que fueron mencionados en la denuncia (ver supra, párr. 4).  Así, Deede-Manoe 
Aloeboetoe aparece en la denuncia como Dedemanu Aloeboetoe, lo cual se explica porque en 
ambos casos la pronunciación es igual.  El nombre de Bernard Tiopo figura en la denuncia como Beri 
Tiopo, que era uno de sus sobrenombres o apodos ya que era conocido como Beri o Finsié.  Ha 
habido también una confusión en cuanto al nombre de Indie Hendrik Banai, que apareció 
primeramente como Martín Indisie Banai, pero su identificación no ha ofrecido reparos.  Respecto de 
la víctima que figuraba en la denuncia como John Amoida, se trata de un hijo de Pagai Amoida 
llamado Asipee Adame.  Su identificación tampoco ofreció reparos. 



66. De conformidad con lo expuesto anteriormente ha sido posible elaborar una lista de los 
sucesores de las víctimas.  Dicha lista hace referencia a la situación existente en el momento del 
asesinato.  Por lo tanto, se incluye en ella a personas que fallecieron posteriormente y se excluye a 
aquellas esposas que en aquel momento estaban divorciadas de las víctimas. 

El razonamiento de la Corte permite validar el derecho saramaca en cuanto a la filiación, 
estableciendo un parámetro razonable y objetivo para la reparación del daño a las y los familiares de 
las víctimas. 


